
 

 

AVISO CONVOCATORIA PÚBLICA  
(ART. 2.2.1.1.2.1.2 DEL DECRETO 1082 DE 2015) 

 
 
El Municipio de Barichara en cumplimiento del artículo 2.2.1.1.2.1.2 del Decreto 1082 de 2015, 
reglamentario de la ley, 80 de 1993, ley 1150 de 2007 y ley 1474 de 2011, ley 1882 de 2018 invita a 
todas las personas naturales, jurídicas, consorcios uniones temporales, interesadas en participar en 
el   Proceso de Concurso de Méritos abierto   No. CM-001-2026 el cual se ejecutará bajo los 
siguientes postulados así: 
 

1. INFORMACIÓN DE LA ENTIDAD TERRITORIAL 
 

Municipio de Barichara, Secretaria General y de Gobierno Municipal, ubicada en la calle 5 No. 6- 39 
de Barichara. 
 

2. INFORMACIÓN PARA ATENCIÓN DE LOS INTERESADO EN EL PROCESO Y ENTREGA 
DE LOS DOCUMENTOS EN DESARROLLO DEL MISMO. 

 
Las propuestas deberán ser cargadas en la plataforma de SECOP II, a más tardar hasta la hora y el 
día fijados para el cierre del presente proceso de selección. No se aceptarán propuestas enviadas 
en físico o por correo. La entidad, no asumirá responsabilidad alguna por no tener en cuenta 
cualquier propuesta que haya sido incorrectamente entregada o identificada. En la fecha y hora 
señaladas para el cierre del proceso de selección en el pliego de condiciones electrónico de la 
plataforma SECOP II, se procederá a la verificación de las propuestas que se presentaron para el 
presente proceso de selección y se realizará el acto de cierre correspondiente a través de la citada 
plataforma. La ALCALDÍA MUNICIPAL DE BARICHARA no aceptará propuestas complementarias 
o modificatorias, ni observaciones, ni solicitudes de aclaraciones al Pliego de Condiciones, con 
posterioridad al cierre del presente proceso de selección.  
 
NOTA: En caso de que el aplicativo SECOP II, presente inconvenientes, la ALCALDÍA MUNICIPAL 
DE BARICHARA establece el correo electrónico contratacion@barichara-santander.gov.co para que 
los proponentes puedan enviar su oferta, conforme a lo establecido en la GUÍA PARA ACTUAR 
ANTE UNA INDISPONIBILIDAD DEL SECOP II, expedida por Colombia Compra Eficiente, SÓLO 
serán recibidas las ofertas en este correo electrónico, cuando hay una indisponibilidad del SECOP 
II, la cual ha sido confirmada por Colombia Compra Eficiente en el Certificado de Indisponibilidad, 
en este evento, la ALCALDÍA MUNICIPAL DE BARICHARA, podrá recibir ofertas por correo 
electrónico de acuerdo al protocolo de indisponibilidad. 
 

3. EL   OBJETO   DEL   CONTRATO   A   CELEBRAR, IDENTIFICANDO   LAS ACTIVIDADES 
A EJECUTAR, CODIFICACION DE BIENES Y SERVICIOS A PRESTAR. 
 

El Municipio de Barichara – Santander, para satisfacer la necesidad, ha planteado la ejecución del 
Proyecto que tiene por objeto el ““ACTUALIZACIÓN DEL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL DEL MUNICIPIO DE BARICHARA SANTANDER”, y los estudios previos La 
información adicional del proceso de contratación se encuentra disponible en los demás documentos 
que hacen parte integra del proceso. En todo caso, si existe alguna contradicción entre éstos y el 
Pliego de Condiciones, se preferirá el Pliego. 
 
 

4. Alcance del Objeto:  
 
 
Conforme a los contenidos del decreto nacional 1077 en su ARTÍCULO 2.2.2.1.2.1.1 Etapas del 
proceso de planificación territorial: “El proceso de planificación del ordenamiento territorial se realiza 
siguiendo las siguientes etapas: 
 
1. Diagnóstico. 
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2. Formulación. 
3. Implementación. 
4. Seguimiento y evaluación 
 
PARÁGRAFO 1. La revisión o modificación de los Planes de Ordenamiento Territorial - POT debe 
partir de los resultados de la etapa de Seguimiento y Evaluación. 
 
PARÁGRAFO 2. En el desarrollo de las etapas de diagnóstico y formulación los municipios y distritos 
deberán establecer los mecanismos para garantizar la participación democrática en los términos 
establecidos en la Ley 388 de 1997 o la norma que lo modifique, adicione o sustituya”. 
 
5.1 SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN 
 
El seguimiento y evaluación del Esquema de ordenamiento territorial es el proceso que permite 
verificar si las metas, proyectos, normas y estrategias se están cumpliendo y si realmente se están 
produciendo los efectos esperados sobre el territorio. 
 
El seguimiento y evaluación del Plan de Ordenamiento Territorial - POT se materializa en la 
elaboración de un documento que debe contener los resultados de la ejecución del plan y las 
recomendaciones frente a las dificultades presentadas en su implementación y los temas que deben 
ser objeto de revisión. 
 
Es así que el artículo 2.2.2.1.2.3.1 Documentos para la revisión general del Plan de Ordenamiento 
Territorial. establece: “El proyecto de revisión general del Plan de Ordenamiento Territorial - POT por 
vencimiento de la vigencia de largo plazo estará conformado por los documentos señalados en el 
artículo 2.2.2.1.2.2.1, y adicionalmente por el documento de seguimiento y evaluación”. 
 
El documento de seguimiento y evaluación deberá contener lo siguiente: 
 

 Síntesis del seguimiento y evaluación. 
 Análisis de suficiencia. 
 Conclusiones generales del análisis de suficiencia. 
 Análisis de articulación de fines y medios. 
 Análisis de resultados de la ejecución. 

 
5.2 DIAGNÓSTICO 
 
El diagnóstico deberá permitir conocer el estado actual del territorio, para confrontarlo con la imagen 
deseada de tal manera que permita formular adecuadamente la planeación del territorio del 
municipio. 
 
Conforme al ARTÍCULO 2.2.2.1.2.1.2 del decreto Nacional 1077 de 2015, establece los contenidos 
de la Etapa de Diagnóstico así: 
 
A. Análisis de las capacidades técnicas, institucionales y financieras y de los procesos participativos 
requeridos para la elaboración del plan, su revisión o modificación; así como la identificación de los 
recursos y actividades necesarias para su desarrollo. 
 
B. Balance de la información disponible: 
 
1. El inventario de la información secundaria disponible (infraestructura, proyectos, estudios y/o 

cartografía) que sea pertinente como insumo para el proceso, considerando la información de 
carácter sectorial (agropecuario, industrial, transporte, minero - energético e hidrocarburos y 
turismo). 

 



 

 

2. El inventario de las licencias ambientales, licencias urbanísticas, títulos y/o permisos mineros 
vigentes, así como las áreas adjudicadas para la exploración y explotación de hidrocarburos en 
jurisdicción del municipio. 

 

3. El inventario de los instrumentos que se hayan expedido en la vigencia del Plan, que lo 
desarrollen y complementen. 

 
4. La identificación de las áreas o inmuebles declarados patrimonio cultural material, así como los 

planes de especial manejo y protección - PEMP existentes. 
 
5. La información de detalle de la cual disponen los prestadores de servicios públicos domiciliarios 

sobre las capacidades de infraestructura y fuentes de abastecimiento, la proyección de la 
expansión, reposición y/o ampliación de la capacidad de redes para cubrir el déficit de cobertura 
actual y proyectado, el catastro de redes matrices de las infraestructuras de servicios públicos 
domiciliarios así como los planes de expansión para ampliar el denominado perímetro de 
servicios. 

 

6. El inventario de la información primaría que se debe elaborar. 
 
7. La determinación de los recursos necesarios para adelantar el proceso. 

 
8. Las determinantes ambientales y estudios aportados por la autoridad ambiental competente. 

 
9. La información correspondiente a las demás determinantes establecidas en el artículo 10 de la 

Ley 388 de 1997. 
 
C. Establecer la estrategia que permita precisar los mecanismos para garantizar la participación 
democrática y la concertación entre los intereses sociales, económicos y urbanísticos en los términos 
de la Ley 388 de 1997 o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 
 
Cuando los usos del suelo impacten actividades del sector minero e hidrocarburífero, las entidades 
territoriales deberán coordinar y concurrir con las entidades nacionales competentes en la materia, 
según lo dispuesto por el artículo 288 de la Constitución Política. 
 
D. El análisis de las dimensiones ambiental, económica, funcional, socio-cultural e institucional, de 
acuerdo con los siguientes parámetros: 
 
1. Dimensión ambiental 
  
Se estructurará a partir de la información de determinantes ambientales establecidos en el artículo 
10 de la Ley 388 de 1997, suministradas por la respectiva autoridad ambiental; adicionalmente tendrá 
en cuenta lo siguiente: 
 
1.1. La caracterización geográfica. 
 
1.2. La caracterización de los elementos que constituyen el sistema biofísico. 
 
1.3. La identificación de las áreas de conservación y protección ambiental, así como de sus planes 
de manejo y demás instrumentos que haya expedido la autoridad ambiental para garantizar los 
objetivos de conservación de la misma. 
 
1.4. La caracterización de la cobertura y uso actual del suelo, la aptitud potencial de uso, la 
identificación y análisis de los factores y áreas de degradación ambiental y la determinación de los 
conflictos de uso del suelo. 
 



 

 

1.5. Los estudios para la incorporación de la gestión del riesgo en los planes de ordenamiento 
territorial, los cuales se elaboran con fundamento en los parámetros establecidos en la sección 3 del 
presente capitulo.  
 
1.6. Cambio climático y determinantes asociadas. Se deberá realizar la revisión y análisis de la 
información secundaria disponible relacionada con cambio climático, adaptación y mitigación, 
incluyendo las determinantes, lineamientos, instrumentos, estudios y documentos técnicos 
expedidos por las entidades nacionales, departamentales y regionales competentes que resulten 
aplicables al municipio. Dicho análisis se realizará con base en la información oficial disponible, sin 
que implique la elaboración de estudios especializados o modelaciones climáticas por parte del 
contratista. 
 
2. Dimensión económica 
 
Debe caracterizar y analizar: 
 
2.1 La estructura predial: análisis del tamaño de los predios. 
 
2.2 Las actividades económicas que se desarrollan por sectores económicos: primario, secundario 
y terciario. 
 
2.3 Las potencialidades y restricciones del desarrollo económico del municipio por los sectores del 
literal anterior. 
 
2.4. El empleo generado por los diferentes sectores. 
 
2.5 La importancia de la economía municipal en el contexto regional y nacional e internacional si se 
requiere. 
 
3. Dimensión socio - cultural 
  
Debe caracterizar y analizar: 
 
3.1 La población, su distribución actual, las dinámicas demográficas, y la tendencia de distribución 
en el territorio, precisando los grupos étnicos cuando existan. Identificar las relaciones entre la 
dinámica demográfica y las necesidades socioeconómicas, funcionales y de servicios a resolver. 
 
 3.2 La cobertura de los servicios sociales básicos: educación, salud, bienestar social, recreación y 
deporte e identificación de déficits existentes. 
 
3.3 La información poblacional suministrada por el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística - DANE, la cual se podrá complementar a partir del uso de fuentes alternativas de 
información como las del Censo Nacional Agropecuario, las bases de datos del Sistema de Ciudades 
y el Sistema de Selección de Beneficiarios Para Programas Sociales SISBEN, así como en las 
demás con las que cuenten las entidades territoriales. 
 
4. Dimensión funcional 
 
Debe Identificar y analizar los siguientes temas, así como la interrelación con otros municipios: 
 
4.1 La ocupación actual 
 
(i) Urbano rural (desarrollo urbano, expansión, conurbación, suburbanización), las dinámicas 
poblacionales y la justificación de la necesidad o no de determinar suelos de expansión, suelos 
suburbanos y/o áreas destinadas a vivienda campestre. 
 
  



 

 

(ii) Regional: Identificación de la interdependencia en términos ambientales, funcionales y/o 
económicos respecto a otros municipios. 
 
 (iii) Caracterización de asentamientos humanos rurales. 
  
4.2 Vivienda 
 
Determinar el déficit cualitativo y cuantitativo de vivienda, en el cual se precise las necesidades de 
vivienda de interés social, tanto nueva como objeto de mejoramiento integral. 
 
4.3 Servicios públicos de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica y gas. 
 
A partir de la información suministrada por los prestadores del servicio identificar el estado actual y 
las acciones que se requieren para atender el déficit actual y proyectado, con fundamento en los 
siguientes parámetros: 
 
(i) La capacidad y calidad de las fuentes de abastecimiento, (oferta, demanda e índice de escasez). 
(ii) La capacidad de la infraestructura para captación, potabilización, almacenamiento y distribución 
(cobertura y continuidad en la prestación del servicio). 
  
(iii) La disponibilidad y capacidad de la infraestructura para disposición de aguas residuales y aguas 
lluvias. 
  
(iv) La capacidad de la infraestructura para el tratamiento de aguas residuales. 
 
(v) El área de prestación del servicio de acueducto y alcantarillado y su perímetro de servicios. 
 
(vi) La infraestructura disponible para el aprovechamiento, tratamiento y disposición final de residuos 
sólidos y los equipamientos intermedios (estaciones de transferencia, centros de acopio y/o centros 
de aprovechamiento). 
 
(vii) Las redes, estaciones e infraestructura para la prestación del servicio de energía y el de gas 
domiciliario si existe. 
 
(viii) La localización y capacidad de sitios de disposición final de residuos de construcción y 
demolición. 
 
4.4 La localización de las infraestructuras del servicio de comunicaciones (TIC), en especial las 
centrales telefónicas y las antenas para los celulares, así como las necesidades de expansión de las 
mismas. 
 
4.5 Espacio público 
Analizar según lo establecido en el capítulo 2 de la parte 2 del Libro 2 del presente Decreto. 
  
4.6 Infraestructura de transporte 
 
 Establecer el estado actual de la infraestructura existente en el suelo urbano y su relación con el 
suelo rural y la región, así como las principales necesidades de conectividad y accesibilidad, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 1682 de 2013 o la norma que la modifique, adicione o 
sustituya. 
  
4.7 Equipamientos 
 
Equipamientos existentes y necesarios para la prestación de servicios de carácter educativo, cultural, 
salud, bienestar social, culto y recreación; así como los equipamientos para la prestación de los 
servicios relacionados con la seguridad ciudadana, defensa y justicia, servicios de la administración 



 

 

pública, abastecimiento de alimentos y consumo, recintos feriales, servicios funerarios, y los de 
apoyo a las infraestructuras de servicios públicos domiciliarios y de transporte. 
 
 4.8 Patrimonio material 
 
Identificar las áreas o inmuebles declarados patrimonio, determinando si cuentan con plan especial 
de manejo y protección - PEMP, de conformidad con lo establecido en las Leyes 397 de 1997 y 1185 
de 2008 o la norma que la modifique, adicione o sustituya. 
 
Teniendo en cuenta que el municipio de Barichara cuenta con instrumentos de gestión y protección 
del patrimonio cultural vigentes, el diagnóstico patrimonial deberá incluir la revisión, análisis e 
incorporación de las determinaciones contenidas en el Plan Especial de Manejo y Protección (PEMP) 
del Centro Histórico y demás bienes de interés cultural que resulten aplicables. Para tal efecto, se 
deberá verificar y articular, entre otros aspectos, la delimitación y cartografía oficial del área protegida 
y su zona de influencia, la identificación de los bienes de interés cultural, las condiciones actuales 
de conservación, las determinantes y normas urbanísticas aplicables, los lineamientos para el 
manejo del espacio público, movilidad y accesibilidad, las estrategias de protección, recuperación y 
sostenibilidad del patrimonio cultural, así como los programas, proyectos, mecanismos de gestión, 
financiación y seguimiento establecidos en dicho instrumento. 
 
De igual manera, se deberá analizar la estructura institucional existente para la gestión del patrimonio 
cultural en el municipio, incluyendo la Junta Local de Patrimonio, así como el estado de los 
convenios, acuerdos o instrumentos de coordinación interinstitucional vigentes con el Ministerio de 
las Culturas, las Artes y los Saberes que tengan incidencia en la conservación y manejo del 
patrimonio cultural del municipio. 
 
5. Dimensión institucional 
 
Debe caracterizar y analizar: 
 
 5.1 La capacidad de gestión institucional de la administración municipal para establecer los aspectos 
que se requieren fortalecer con el fin de garantizar la implementación del Plan de Ordenamiento 
Territorial. 
  
5.2 La capacidad financiera del municipio o distrito, precisando la disponibilidad de los ingresos 
corrientes para financiar las intervenciones y proyectos propuestos, luego de atender los 
compromisos de gasto recurrentes tales como: los derivados de la operación y funcionamiento de la 
administración, las inversiones sectoriales sociales, así como los procesos judiciales, sentencias o 
conciliaciones en contra del municipio, compromisos de deuda pública, entre otros que considere 
pertinentes. 
 
5.3 Identificar los conflictos de límites con los municipios vecinos. 
 
E. Cartografía de diagnóstico 
 
La cartografía de diagnóstico se debe elaborar de acuerdo a los análisis adelantados por 
dimensiones: 
 

DIMENSIÓN TEMAS 

AMBIENTAL 

Información Base (urbano y rural) 

Zonificación climática (rural) 

Geología (rural) 

Hidrografía y áreas hidrográficas (rural) 

Geomorfología (rural) 

Pendientes (rural) 



 

 

Capacidad de uso del suelo (rural) 

Cobertura y uso actual del suelo (rural) (Deberá obtenerse 

mediante el uso de la metodología Corine Land Cover) 

Uso potencial del suelo (rural) 

Conflictos de uso del suelo (urbano y rural) 

Áreas de conservación y protección ambiental. (urbano y rural) 

Amenazas (en cumplimiento de lo dispuesto en el decreto 1077 

de 2015) 

ECONÓMICA Predial (urbano y rural) 

SOCIOCULTURAL 
Territorios étnicos (si existen) 

Caminos ancestrales 

FUNCIONAL 

Ocupación actual 

División Político Administrativa (urbano y rural) 

Patrimonio Material (urbano y rural) si existen. 

Equipamientos existentes (urbano y rural) 

Espacio público existente (urbano y rural) 

Infraestructura vial y de transporte (urbano y rural) 

Centros poblados con la caracterización físico espacial (vías, 

equipamientos, espacio público, Servicios Públicos) si existen. 

Servicios públicos (urbano y rural) 

Perímetro de servicios públicos 

Análisis del crecimiento urbano 

Uso actual del suelo urbano 

 
Los productos cartográficos deberán cumplir las especificaciones técnicas señaladas por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi en la Resolución 471 de 2020, la Resolución 529 de 2020 y demás 
normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan. La cartografía del suelo urbano y de expansión 
urbana se elaborará a escala 1:5.000, mientras que la cartografía del suelo rural se elaborará a 
escala 1:25.000. 
 
Como complemento a la cartografía mínima establecida en el Decreto 1077 de 2015, deberá 
elaborarse la cartografía correspondiente a los caminos ancestrales existentes en la jurisdicción 
municipal, tomando como referencia la información secundaria oficial disponible, en especial la Red 
de Caminos de Santander adoptada mediante la Ordenanza Departamental No. 021 del 07 de 
septiembre de 2006, el documento "Rutas Camineras de Colombia – Santander" y demás 
información cartográfica e institucional que suministre el municipio o las entidades competentes. La 
elaboración de esta cartografía se realizará con base en la información secundaria disponible y 
verificable. En caso de no existir información secundaria suficiente que permita su representación 
cartográfica bajo criterios técnicos mínimos, el contratista deberá dejar la respectiva constancia 
dentro del diagnóstico territorial. 
 
Para el caso del municipio de Barichara, el análisis cartográfico asociado al patrimonio material 
deberá incorporar la información oficial contenida en el Plan Especial de Manejo y Protección (PEMP) 
vigente, incluyendo, según corresponda, la delimitación del área afectada y su zona de influencia, 
los bienes de interés cultural identificados, los niveles de intervención, los usos establecidos y demás 
determinaciones cartográficas que resulten aplicables al territorio municipal. La incorporación de 
dicha información se realizará con base en la cartografía oficial del PEMP y demás información 
secundaria suministrada por el municipio o las entidades competentes, sin que ello implique la 
elaboración, actualización o modificación de la cartografía propia del instrumento patrimonial. 
 
F. Síntesis del diagnóstico territorial 
 



 

 

Contiene las principales necesidades, problemáticas y potencialidades del municipio resultado de la 
valoración de la situación actual desde una perspectiva integral. Con base en la síntesis del 
diagnóstico se realizarán los análisis que permitan proponer el modelo de ocupación en la 
formulación. 
 
En esta etapa El municipio solicitara por escrito a la respectiva autoridad ambiental, las 
determinantes ambientales, las cuales deben estar soportadas en estudios técnicos y 
acompañadas de cartografía si hay lugar, así como los demás estudios técnicos disponibles para la 
planeación territorial. 
 
5.3 ETAPA DE FORMULACIÓN 
Comprende el proceso de toma de las decisiones para el ordenamiento del territorio que se traducen 
en los componentes y contenidos, así como la realización de la concertación, consulta, aprobación 
y adopción con las siguientes instancias: (i) Consejo de Gobierno, (ii) Corporación Autónoma 
Regional o la autoridad ambiental correspondiente, (iii) Junta Metropolitana para el caso de 
municipios que formen parte de áreas metropolitanas, (iv) el Consejo Territorial de Planeación, y (v) 
el Concejo Municipal, en los términos establecidos en la Ley 388 de 1997, modificada por la Ley 507 
de 1999 y la Ley 902 de 2004, o las normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan. 
 
En el documento técnico de soporte o formulación, se deben realizar los siguientes 
componentes: 
 
A. COMPONENTE GENERAL 
 
Las disposiciones del componente general prevalecen sobre las disposiciones de los componentes 
urbano y rural del Plan. El componente general define un contenido estratégico y un contenido 
estructural, de la siguiente manera: 
 
1. El contenido estratégico 
 
Comprende la definición de políticas, objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo, 
las cuales concretan el modelo de ocupación del territorio; en este contenido se deberá definir: 
 
 1.1 Las políticas, objetivos y estrategias para la ocupación, aprovechamiento y manejo del suelo y 
del conjunto de recursos naturales, con la definición de las medidas para la protección del medio 
ambiente, conservación de los recursos naturales y defensa del paisaje. 
 
1.2 La identificación de las acciones sobre el territorio que posibiliten organizarlo y adecuarlo para el 
aprovechamiento de sus ventajas comparativas y su mayor competitividad en función de la vocación, 
oportunidades y capacidades territoriales. 
 
1.3 La definición de las acciones necesarias para garantizar el cumplimiento de las estrategias de 
desarrollo económico, ambiental y social del municipio o distrito. 
 
2. El contenido estructural 
 
Comprende la definición del modelo de ocupación del territorio que corresponde a la estructura 
urbano-rural e intraurbana definida para el largo plazo que fija de manera general la estrategia de 
localización y distribución espacial de las actividades, determina las grandes infraestructuras 
requeridas para soportar estas actividades y establece las características de los sistemas de 
comunicación vial que garantizarán la fluida interacción entre aquellas actividades espacialmente 
separadas de conformidad con la identificación y reglamentación de las disposiciones establecidas 
en el contenido estructural. 
Para la definición del modelo de ocupación del territorio se tendrán en cuenta las determinantes 
establecidas en el artículo 10 de La Ley 388 de 1997 
 
Se deberán señalar y localizar los siguientes elementos mínimos que lo estructuran: 



 

 

 
2.1. Las áreas de protección y conservación ambiental 
 
El señalamiento de las áreas de reserva y medidas para la protección del medio ambiente, 
conservación de los recursos naturales y defensa del paisaje, de conformidad con lo dispuesto entre 
otros, en la Ley 99 de 1993 y el Decreto Ley 2811 de 1974, sus reglamentos, o las normas que las 
modifiquen, adicionen o sustituyan. 
 
2.2. Las áreas de conservación del patrimonio material 
 
Corresponde a las áreas o inmuebles declarados que hacen parte del patrimonio material, sobre los 
cuales se debe establecer las normas urbanísticas aplicables, sin perjuicio que las mismas se 
precisen o se establezcan de manera específica en el Plan Especial de Manejo y Protección - PEMP. 
 
2.3. Las zonas que presentan alto riesgo para la localización de asentamientos humanos, así como 
las disposiciones establecidas en la subsección 3 de la sección 3 del presente capítulo, para la 
incorporación de la gestión del riesgo en la planificación territorial. 
 
2.4. La clasificación del suelo en urbano, rural y de expansión urbana en los términos definidos en el 
Capítulo IV de la Ley 388 de 1997, para lo cual se considerará que: 
 
El perímetro urbano no podrá ser mayor al perímetro de servicios públicos o sanitario, para lo cual 
los respectivos prestadores del servicio deberán certificar que en el suelo urbano se prestará 
efectivamente el servicio público y que se podrán expedir la viabilidad y disponibilidad y que en el 
suelo de expansión se podrá expedir la factibilidad, en los términos establecidos en el presente 
decreto. 
 
La determinación del suelo de expansión urbana debe estar justificada técnicamente con fundamento 
en los parámetros dispuestos en el artículo 32 de la Ley 388 de 1997. Para la definición del suelo de 
expansión urbana se debe considerar: 
 
(i) Las previsiones de crecimiento de la ciudad en función de las dinámicas demográficas y 
poblacionales. 
 
(ii) La posibilidad de dotación con infraestructura para el sistema vial, de transporte, de servicios 
públicos domiciliarios, áreas libres, parques y equipamiento que deberá soportarse en los análisis 
técnicos, que así lo demuestren. 
El suelo de expansión urbana solo podrá ampliarse sobre los suelos que según la clasificación del 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi pertenezcan a las clases agrológicas I, II o III, cuando no sea 
posible destinar al efecto suelos de diferente calidad o condición de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley 1469 de 2011. 
 
2.5 Señalar y localizar las infraestructuras básicas existentes y proyectadas que garanticen las 
adecuadas relaciones funcionales entre asentamientos y zonas urbanas y rurales, así como la 
reglamentación de las áreas de reserva para: 
 
(i) La infraestructura vial y de transporte para la adecuada articulación funcional entre asentamientos, 
zonas urbanas y rurales. 
(ii) El espacio público. 
 
(iii) Los equipamientos. 
 
(iv) La infraestructura de servicios públicos domiciliarios, así como la localización de las redes 
primarias de las respectivas infraestructuras de estos servicios, las reservas de suelo que se 
requieran en la vigencia del POT, la proyección de la expansión de redes para cubrir el déficit actual 
y la delimitación del perímetro sanitario. 
 



 

 

(v) La definición de las áreas potenciales para la localización de la infraestructura para el 
aprovechamiento, tratamiento y disposición final de residuos sólidos y los equipamientos intermedios 
(estaciones de transferencia, centros de acopio y/o centros de aprovechamiento), en caso que se 
requiera. 
 
(vi) La infraestructura disponible y/o, la identificación de las áreas potenciales para para la ubicación 
de infraestructura para el manejo de residuos o desechos peligrosos. 
 
(vii) La definición de sitios potenciales para la disposición final de residuos de construcción y de 
residuos de demolición. 
 
(viii) La Infraestructura para Proyectos Turísticos Especiales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 
300 de 1996, o la norma que la modifique, adicione o sustituya. 
 
Todas las decisiones del contenido estructural del componente general se traducen en normas 
urbanísticas estructurales, que prevalecen sobre las demás normas urbanísticas y sólo pueden 
modificarse con motivo de la revisión general del Plan o excepcionalmente a iniciativa del alcalde, 
cuando por medio de estudios técnicos se demuestre que dicha modificación se hace necesaria. 
 
B. COMPONENTE URBANO 
 
El contenido del componente urbano determina las normas y decisiones para la administración del 
desarrollo, ocupación y gestión del suelo clasificado como urbano y de expansión urbana a partir de 
lo dispuesto en la Ley 388 de 1997, de la siguiente manera: 
 
1. Las políticas de mediano y corto plazo sobre uso y ocupación del suelo urbano y de las áreas de 
expansión, en armonía con el modelo de ocupación del territorio de largo plazo adoptado en el 
componente general y con las previsiones sobre transformación y crecimiento espacial de la ciudad. 
 
2. Las determinaciones que aseguran la consecución de los objetivos y estrategias adoptados para 
el desarrollo urbano: 
 
2.1 La delimitación de las áreas de conservación y protección ambiental. 
 
2.2 La delimitación de las áreas de conservación y protección del patrimonio material. 
 
2.3 La delimitación de las zonas con condición de amenaza y zonas con condición de riesgo de 
acuerdo con las disposiciones establecidas en la subsección 3 de la sección 3 del presente capítulo, 
para la incorporación de la gestión del riesgo en la planificación territorial. 
 
2.4 Las directrices y parámetros para la formulación de planes parciales, las acciones urbanísticas, 
actuaciones, instrumentos de financiación y otros procedimientos aplicables en las áreas sujetas de 
urbanización u operaciones urbanas por medio de dichos planes. 
 
2.5 La determinación de las características de las unidades de actuación urbanística, tanto dentro 
del suelo urbano como del suelo de expansión, cuando a ello hubiere lugar, o en su defecto el 
señalamiento de los criterios y procedimientos para su caracterización, delimitación e incorporación 
posterior. 
 
2.6 Los objetivos, las estrategias e instrumentos para la ejecución de programas de vivienda de 
interés social, que permita atender: 
  
(i) La solución del déficit habitacional actual y proyectado en la vigencia del Plan. 
 
(ii) La reubicación de los asentamientos humanos localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, 
así como las acciones para evitar que vuelvan a ser ocupadas. 
  



 

 

(iii) Las necesidades de mejoramiento integral de vivienda. 
 
(iv) La definición de prioridades, criterios y directrices para la identificación y declaración de los 
inmuebles y terrenos de desarrollo o construcción prioritaria. 
 
(v) El desarrollo de programas de vivienda de interés social, que puede efectuarse con fundamento 
en las normas que se establezcan para la actividad residencial teniendo en cuenta las condiciones 
de precio de este tipo de vivienda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 modificado por 
el artículo 1 de la Ley 902 de 2004 y el artículo 92 de la Ley 388 de 1997. 
 
(vi) En el suelo de expansión urbana determinar los porcentajes del suelo que deberán destinarse al 
desarrollo de programas de vivienda de interés social. Así mismo, se podrá establecer la localización 
de terrenos para el desarrollo específico de proyectos de vivienda de interés social que se deben 
incorporar en el programa de ejecución respectivo y previendo eficazmente la utilidad pública 
correspondiente. 
 
2.7 La determinación de los tratamientos urbanísticos para la totalidad del suelo urbano y de 
expansión urbana considerando entre otros, los parámetros generales que permitan la zonificación 
de las áreas receptoras y generadoras de los derechos transferibles de construcción y desarrollo, y, 
la definición de las normas urbanísticas relacionadas con el trazado (morfología, vías y espacio 
público) y la edificabilidad (alturas, volumetría, índices, aislamientos, voladizos, entre otros). 
 
2.8 La localización de las áreas de actividad con el correspondiente régimen de usos para la totalidad 
del suelo urbano: 
 
(i) Los usos del suelo se establecerán para cada área de actividad, en principales, compatibles o 
complementarios, condicionados o restringidos y/o prohibidos. Cuando un uso no haya sido 
clasificado como principal, compatible o complementario, condicionado o restringido se entenderá 
prohibido. 
(ii) Los parámetros urbanísticos para el adecuado desarrollo de los usos del suelo establecidos. 
 
2.9 Las disposiciones o criterios de localización y dimensionamiento de los elementos o áreas de los 
sistemas generales o estructurantes del territorio aplicables para el suelo urbano, así como el 
señalamiento de las cesiones urbanísticas gratuitas correspondientes. 
 
 
C. COMPONENTE RURAL 
 
El componente rural determina las normas y decisiones para garantizar la adecuada interacción entre 
los asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la conveniente utilización del suelo rural, 
y las actuaciones públicas tendientes a proporcionar la infraestructura y el equipamiento básico 
necesario para el servicio de la población rural a partir de lo dispuesto en la Ley 388 de 1997. 
 
Este componente deberá contener por lo menos los siguientes elementos: 
 
1. Las políticas de mediano y corto plazo para el uso y ocupación del suelo rural de acuerdo con lo 
establecido en el componente general. 
 
2. La reglamentación de actividades y usos del suelo. Los usos del suelo se establecerán para cada 
área de actividad, en principales, compatibles o complementarios, condicionados o restringidos y/o 
prohibidos. Cuando un uso no haya sido clasificado como principal, compatible o complementario, 
condicionado o restringido se entenderá prohibido. 
 
3. El señalamiento de las condiciones de protección, conservación y mejoramiento de las zonas de 
producción agropecuaria, forestal o minera. 
 



 

 

4. La delimitación de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales, así como de 
las zonas de amenaza y riesgo y de las que forman parte del sistema de provisión de servicios 
públicos domiciliarios o de disposición de desechos. 
 
5. Las disposiciones establecidas en la subsección 3 de la sección 3 del presente capítulo, para la 
incorporación de la gestión del riesgo en la planificación territorial. 
 
6. La localización y dimensionamiento las zonas determinadas como suburbanas. 
 
7. La identificación de los centros poblados rurales y la adopción de las previsiones necesarias para 
orientar la ocupación de sus suelos y la adecuada dotación de infraestructura de servicios básicos y 
de equipamiento social. 
 
8. La determinación de los sistemas de aprovisionamiento de los servicios públicos y saneamiento 
básico. 
 
9. La localización prevista para los equipamientos de salud y educación. 
 
10. La expedición de normas para la parcelación de predios rurales destinados a vivienda campestre, 
las cuales deberán tener en cuenta la legislación agraria y ambiental. 
 
11. Las normas para el desarrollo de vivienda en suelo rural para atender las necesidades de la 
población que habita esta clase de suelo, las cuales deberán tener en cuenta la legislación agraria y 
ambiental. 
 
D. PROGRAMAS Y PROYECTOS 
 
Los programas y proyectos permiten materializar los objetivos y el modelo de ocupación del territorio 
para la vigencia del Plan de Ordenamiento Territorial POT. 
 
Por lo tanto, se deben definir los programas y proyectos con base en los cuales se deberán elaborar 
los programas de ejecución que se formulan para cada vigencia del plan de ordenamiento territorial 
(corto, mediano y largo plazo). 
 
Programa de Ejecución 
Los Planes de Ordenamiento Territorial -POT- tendrán un Programa de Ejecución que define con 
carácter obligatorio las actuaciones sobre el territorio previstas en el período de la correspondiente 
administración municipal o distrital, a partir de los programas y proyectos definidos para toda la 
vigencia. 
 
El programa de ejecución se integrará al plan de inversiones del Plan de Desarrollo, de tal manera 
que conjuntamente sea puesto a consideración del concejo por el alcalde, y su vigencia se ajustará 
a los períodos de las administraciones municipales y distritales. 
 
Dentro del programa de ejecución se definirán los programas y proyectos de infraestructura de 
transporte y servicios públicos domiciliarios que se ejecutarán en el período correspondiente, se 
localizarán los terrenos necesarios para atender la demanda de vivienda de interés social en el 
municipio o distrito y las zonas de mejoramiento integral, señalando los instrumentos para su 
ejecución pública o privada. Igualmente se determinarán los inmuebles y terrenos cuyo desarrollo o 
construcción se consideren prioritarios. Todo lo anterior, atendiendo las estrategias, parámetros y 
directrices señaladas en el plan de ordenamiento. 
Adicionalmente, en el programa de ejecución se podrá considerar programas y proyectos 
relacionados con: conservación y protección ambiental y los recursos naturales renovables, espacio 
público, infraestructura vial, equipamientos, infraestructura de impacto regional, operaciones urbanas 
y actuaciones urbanas integrales. 
 



 

 

En la elaboración del Programa de Ejecución se podrá considerar entre otros como criterios de 
priorización la contribución a la consolidación del modelo de ocupación, la necesidad de dar 
continuidad a los proyectos que para su desarrollo requiera adelantarse en más de una vigencia. 
 
Los planes de gasto público derivados del Plan de Desarrollo, contemplarán los proyectos del 
programa de ejecución del Plan de Ordenamiento Territorial -POT- respectivo, y serán coherentes 
con las proyecciones de recursos para su financiación de acuerdo el marco fiscal de mediano plazo. 
 
Para que la ejecución del gasto sea compatible con el Plan de Inversiones de cada Plan de 
Desarrollo, el concejo municipal o distrital garantizará que se lleven a cabo anualmente las 
apropiaciones y procesos presupuestales para dar cumplimiento a la estrategia y programación 
financiera propuesta para la ejecución de los proyectos del Plan de Ordenamiento Territorial - POT. 
Cuando se hubiere iniciado la ejecución de proyectos que trasciendan el período de la administración 
municipal, el concejo y las autoridades administrativas municipales o distritales, garantizarán que 
estos tengan la financiación en cada vigencia fiscal hasta su culminación. 
 
En la rendición de cuentas que los alcaldes municipales y distritales deben efectuar anualmente, se 
incluirá un reporte de la gestión del Plan de Ordenamiento Territorial -POT, el cual contendrá como 
mínimo la información correspondiente a los resultados de implementación del programa de 
ejecución de la vigencia respectiva, la cual formará parte del expediente urbano. 
 
E. INSTRUMENTOS DE GESTIÓN Y FINANCIACIÓN 
 
Como parte de la formulación del Plan de Ordenamiento Territorial - POT, se deben establecer los 
instrumentos de gestión y financiación que garanticen su implementación. 
 
1. Instrumentos de gestión 
 
Determinan mecanismos administrativos y arreglos institucionales para facilitar la ejecución de 
actuaciones urbanísticas, la reconfiguración jurídica y física de los inmuebles necesaria para el 
reparto equitativo de cargas y beneficios, los cuales deben adelantar las entidades públicas y los 
particulares en el marco de la ejecución del Plan de Ordenamiento Territorial - POT, tales como: 
unidades de actuación urbanística, reajuste de tierras, integración inmobiliaria, cooperación entre 
participes, transferencia de derechos, enajenación voluntaria, enajenación forzosa, expropiación 
judicial, expropiación administrativa, declaratorias de desarrollo prioritario y de utilidad pública, 
derecho de preferencia, banco inmobiliario. 
 
2. Instrumentos de Financiación 
 
Permiten la disposición de recursos para el desarrollo urbano y territorial y garantizan el reparto 
equitativo de las cargas asociadas al mismo. Dentro de estos instrumentos se encuentran: la 
contribución por valorización, la participación en plusvalía, los fondos de compensación, los derechos 
adicionales de construcción y desarrollo. 
 
Se deben considerar entre otros los siguientes aspectos 
 
2.1 La definición de la estrategia de financiación del Plan de Ordenamiento Territorial -POT que debe 
contemplar un análisis de viabilidad financiera de las intervenciones propuestas, el cual debe incluir 
dentro de las fuentes de financiación los ingresos corrientes disponibles de la administración 
municipal o distrital y lo proveniente de los instrumentos de financiación que se definan en el Plan 
de Ordenamiento Territorial - POT. 
 
2.2 Las acciones de carácter administrativo, financiero y organizacional que permitan hacer operativo 
el Plan de Ordenamiento Territorial - POT. 
 
2.3 Las excepciones a las normas urbanísticas generales para operaciones tales como 
macroproyectos u otras actuaciones urbanas integrales, con el fin de habilitar la adopción y 



 

 

concertación posterior de normas específicas con propietarios y comunidades interesadas, de 
conformidad con el numeral 2.7 del artículo 15 de la Ley 388 de 1997 para lo cual en el Plan de 
Ordenamiento Territorial - POT se señalarán los instrumentos, parámetros, procedimientos y 
requisitos que deben cumplirse en tales casos. 
 
2.4 Las directrices generales sobre los instrumentos que garanticen el reparto equitativo de las 
cargas y los beneficios derivados del ordenamiento urbano entre los respectivos afectados. Las 
unidades de actuación, la compensación y la transferencia de derechos de construcción y desarrollo, 
entre otros, son algunos de los mecanismos que garantizan este propósito. 
 
F. CARTOGRAFÍA DE FORMULACIÓN 
 
La cartografía se debe elaborar en correspondencia con los componentes general, urbano y rural: 
 

COMPONENTE TEMAS 

GENERAL 

Modelo de ocupación del territorio 

Clasificación del suelo 

Suelo de protección 

Áreas de conservación v protección ambiental 

Patrimonio material 

Caminos ancestrales 

Incorporación de la gestión del riesgo en el ordenamiento 

territorial de acuerdo con las condiciones dispuestas en el 

decreto 1077 de 2015) 

Sistemas estructurantes del territorio (Espacio público. 

Infraestructura vial y de transporte, Equipamientos, Servicios 

públicos domiciliarios y de las TIC) 

URBANO 

Suelo urbano y de expansión urbana 

Áreas de conservación y protección ambiental 

Patrimonio material 

Espacio público 

Servicios públicos domiciliarios 

Equipamientos 

Infraestructura vial v de transporte 

Tratamientos urbanísticos 

Áreas de actividad 

Incorporación de la gestión del riesgo en el ordenamiento 

territorial de acuerdo con las condiciones dispuestas en el 

decreto 1077 de 2015) 

RURAL 

Reglamentación del suelo rural. 

Áreas de conservación y protección ambiental 

Categorías del suelo rural 

Centros poblados 

Incorporación de la gestión del riesgo en el ordenamiento 

territorial de acuerdo con las condiciones dispuestas en el 

decreto 1077 de 2015) 

 
Los productos cartográficos deberán cumplir las especificaciones técnicas señaladas por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi en la Resolución 471 de 2020, la Resolución 529 de 2020 y demás 
normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan. La cartografía del suelo urbano y de expansión 



 

 

urbana se elaborará a escala 1:5.000, mientras que la cartografía del suelo rural se elaborará a 
escala 1:25.000. 
 
Como complemento a la cartografía mínima establecida en el Decreto 1077 de 2015, deberá 
elaborarse la cartografía correspondiente a los caminos ancestrales existentes en la jurisdicción 
municipal, tomando como referencia la información secundaria oficial disponible, en especial la Red 
de Caminos de Santander adoptada mediante la Ordenanza Departamental No. 021 del 07 de 
septiembre de 2006, el documento "Rutas Camineras de Colombia – Santander" y demás 
información cartográfica e institucional que suministre el municipio o las entidades competentes. La 
elaboración de esta cartografía se realizará con base en la información secundaria disponible y 
verificable. En caso de no existir información secundaria suficiente que permita su representación 
cartográfica bajo criterios técnicos mínimos, el contratista deberá dejar la respectiva constancia 
dentro del diagnóstico territorial. 
 
5.3.1 PROYECTO DE ACUERDO 
 
Realizar la propuesta de acto administrativo mediante el cual se adoptará el Plan de Ordenamiento 
Territorial -POT, su estructura coincidirá con la del Documento Técnico de Soporte y lo 
aprobará en toda su extensión incluida su cartografía. 
 
5.3.2 DOCUMENTO RESUMEN 
 
Realizar el documento con la explicación didáctica de los problemas existentes y las propuestas para 
resolverlos que corresponden a las decisiones adoptadas en el Acuerdo. Debe incluir una breve 
descripción de la realización de las instancias de consulta y concertación, así como de la 
participación ciudadana. Se emplea como medio de divulgación y socialización. 
 
5.3.3 INCORPORACIÓN DE LA GESTIÓN DEL RIESGO DE ACUERDO CON EL DECRETO 

1077 DE 2015 
 
Realizar la incorporación al Ordenamiento Territorial de los insumos resultados del CONTRATO DE 
CONSULTORÍA No. 195-2025, con objeto ELABORACIÓN DEL ESTUDIO BÁSICO DE 
AMENAZAS, VULNERABILIDAD Y RIESGO POR MOVIMIENTOS EN MASA, INUNDACIÓN Y 
AVENIDAS TORRENCIALES EN EL MUNICIPIO DE BARICHARA SANTANDER EN EL MARCO 
DEL CONVENIO No 01045-2024, SUSCRITO ENTRE LA CORPORACIÓN AUTÓNOMA 
REGIONAL DE SANTANDER Y EL MUNICIPIO DE BARICHARA. 
 
NOTA ACLARATORIA: Es importante resaltar que no será obligación del contratista realizar los 
estudios básicos de amenaza, vulnerabilidad y riesgo, ya que estos serán insumos suministrados 
por el municipio.  
 
En consecuencia, el alcance de esta actividad se limita a la incorporación, armonización y 
articulación de los resultados de dichos estudios dentro de los contenidos de la revisión general del 
Esquema de Ordenamiento Territorial (EOT), conforme a las disposiciones establecidas en la Ley 
1523 de 2012, el Decreto 1807 de 2014 compilado en el Decreto 1077 de 2015 y demás normas 
vigentes relacionadas con la gestión del riesgo de desastres y su incorporación en los instrumentos 
de ordenamiento territorial. 
 
Igualmente, conforme a las normas técnicas complementarias, contenidas en lineamientos del 
servicio geológico colombiano por movimientos en masa y amenaza sísmica, guías del instituto de 
hidrología, meteorología y estudios ambientales (IDEAM) para inundaciones y cambio climático, 
guías metodológicas de la Unidad nacional para la gestión del riesgo de desastres (UNGRD) y 
reglamento colombiano de construcción sismo resistente NSR-10. 
 
5.3.4 PARTICIPACIÓN COMUNAL EN LA REVISIÓN DEL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL DEL MUNICIPIO 
 



 

 

De acuerdo a lo establecido en la ley 388 de 1997 y el Decreto único reglamentario 1077 de 2015, 
el proceso para aprobación y adopción de la revisión general se debe someter a los mismos tramites 
de concertación, consulta y aprobación previstos en la ley, dichos tramites están incluidos 
ampliamente en la normatividad mencionada. 
 
Para llevar a cabo la participación de la revisión del EOT municipal se realizará la convocatoria a los 
integrantes del Concejo Municipal, Consejo territorial de planeación, Juntas de Acción Comunal y 
comunidad en general. 
 
5.3.5 INSTANCIAS DE CONCERTACIÓN Y CONSULTA. 
 
Esta actividad comprende el acompañamiento técnico, jurídico e institucional al proceso de 
concertación, consulta, aprobación y adopción de la revisión general del Esquema de Ordenamiento 
Territorial (EOT), de conformidad con lo establecido en los artículos 24, 25 y 26 de la Ley 388 de 
1997. 
 
Dentro de su alcance se contempla la preparación y presentación del proyecto ante el Consejo de 
Gobierno Municipal, el acompañamiento a la concertación de los asuntos exclusivamente 
ambientales con la Corporación Autónoma Regional competente (CAS), instancia que dispone de un 
término de hasta cuarenta y cinco (45) días para adelantar el proceso de concertación, así como la 
radicación y seguimiento del trámite ante el Consejo Territorial de Planeación (CTP), organismo que 
deberá emitir concepto y formular recomendaciones dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes 
a la radicación del proyecto. 
 
Igualmente, comprende el acompañamiento técnico durante la etapa de estudio y discusión del 
proyecto ante el Concejo Municipal, de conformidad con los términos previstos en los artículos 25 y 
26 de la Ley 388 de 1997, así como el apoyo técnico e institucional requerido para el desarrollo de 
las actuaciones correspondientes hasta la culminación del trámite de adopción del instrumento de 
ordenamiento territorial. 
 
El alcance de la presente actividad se limita a la asistencia y soporte técnico del proceso, sin que 
implique responsabilidad sobre las decisiones que adopten las autoridades competentes en ejercicio 
de sus funciones legales. 
 
CLASIFICADOR UNSPSC 
 
 
El servicio objeto del presente Proceso de Contratación está codificada en el Clasificador de Bienes 
y Servicios de Naciones Unidas (UNSPSC) con el tercer nivel, como se indica en la siguiente tabla: 

Clasificación 
UNSPSC 

DESCRIPCIÓN 

43 23 21 00 Software de edición y creación de contenidos 

43 23 22 00 Software de gestión de contenidos 

43 23 23 00 Software de consultas y gestión de datos 

77 10 15 00 Evaluación de impacto ambiental 

77 10 16 00 Planeación ambiental  

77 10 17 00 Servicios de asesoría ambiental 

80 10 15 00 Servicios de consultoría de negocios y administración corporativa 

80 10 16 00 Gerencia de proyectos 

81 10 15 00 Ingeniería civil y arquitectura 

81 15 16 00 Cartografía  

81 15 17 00 Geología 

81 15 18 00 Oceanografía e hidrología 

93 14 19 00 Desarrollo rural 

93 14 20 00 Desarrollo Urbano 



 

 

93 14 21 00 Desarrollo regional 

 
 
 

5. LA MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA: 
 
De conformidad con lo señalado en el numeral 3, del artículo 2 de la ley 1150 de 2007, en concordancia 
con lo establecido en la subsección 3, artículo 2.2.1.2.1.3.1 del decreto 1082 de 2015, el sistema de 
contratación es por modalidad de concurso de méritos. 
 
 

6. EL PLAZO ESTIMADO DEL CONTRATO 
 
El plazo de ejecución es de CINCO (05) MESES sin exceder la vigencia 2026, contados a partir de 
la suscripción del acta de inicio. 
 
 

7. LA FECHA LÍMITE EN LA CUAL LOS INTERESADOS DEBEN PRESENTAR SU 
OFERTA Y EL LUGAR Y FORMA DE PRESENTACIÓN DE LA MISMA:   
 

De acuerdo al cronograma de actividades. Lugar de entrega: El portal de SECOP II, 
www.colombiacompra.gov.co/secop/secop-ii, Link del proceso.  
 
Las propuestas deberán ser cargadas en la plataforma de SECOP II, a más tardar hasta la hora y el 
día fijados para el cierre del presente proceso de selección. No se aceptarán propuestas enviadas 
en físico o por correo. La entidad, no asumirá responsabilidad alguna por no tener en cuenta 
cualquier propuesta que haya sido incorrectamente entregada o identificada. En la fecha y hora 
señaladas para el cierre del proceso de selección en el pliego de condiciones electrónico de la 
plataforma SECOP II, se procederá a la verificación de las propuestas que se presentaron para el 
presente proceso de selección y se realizará el acto de cierre correspondiente a través de la citada 
plataforma. La ALCALDÍA MUNICIPAL DE BARICHARA no aceptará propuestas complementarias 
o modificatorias, ni observaciones, ni solicitudes de aclaraciones al Pliego de Condiciones, con 
posterioridad al cierre del presente proceso de selección.  
 
NOTA: En caso de que el aplicativo SECOP II, presente inconvenientes, la ALCALDÍA MUNICIPAL 
DE BARICHARA establece el correo electrónico contratacion@barichara-santander.gov.co para que 
los proponentes puedan enviar su oferta, conforme a lo establecido en la GUÍA PARA ACTUAR 
ANTE UNA INDISPONIBILIDAD DEL SECOP II, expedida por Colombia Compra Eficiente, SÓLO 
serán recibidas las ofertas en este correo electrónico, cuando hay una indisponibilidad del SECOP 
II, la cual ha sido confirmada por Colombia Compra Eficiente en el Certificado de Indisponibilidad, en 
este evento, la ALCALDÍA MUNICIPAL DE BARICHARA, podrá recibir ofertas por correo electrónico 
dentro de las (48) horas siguientes al momento previsto para el cierre.  
 
Por lo anterior, las propuestas deberán ser presentadas: 
 

a. Con la información de los requisitos habilitantes, técnicos, puntuables y propuesta 
económica.  

Si el proponente no cumple con alguno de los requisitos habilitantes, lo cual será verificado con la 
información aportada y se requerirá al proponente para que subsane cualquier inconsistencia dentro 
de los días hábiles establecidos en el cronograma. Si cumplido este término, no se subsana su 
propuesta, será descartada del proceso de selección.  
 

b. Propuesta económica. El proponente debe formular su propuesta económica teniendo en 
cuenta, los aspectos contemplados en el estudio previo y pliego de condiciones. 

 
 

mailto:contratacion@barichara-santander.gov.co


 

 

La presentación de la propuesta implica el conocimiento y la aceptación de todas las condiciones 
y obligaciones establecidas en este Pliego de Condiciones.  
 
La propuesta y sus documentos anexos deben presentarse en escrito elaborado a computador 
o en cualquier otro medio electrónico. Los costos en que incurra el proponente para la 
presentación de la propuesta serán a cargo del mismo.  
 
El Municipio de Barichara no aceptará propuestas complementarias o modificatorias, igualmente 
no acepta la presentación de propuestas parciales ni alternativas. En cuanto a las observaciones 
y a las solicitudes de aclaraciones al Pliego de Condiciones, presentadas con posterioridad a la 
entrega de propuestas, serán consideradas como no presentadas, dentro del proceso, por lo 
tanto, El Municipio dará respuesta atendiendo los términos de la Ley 1437 de 2011.  
 
Las Ofertas estarán vigentes por el término de sesenta (60) días calendario, contados desde la 
fecha de presentación de Ofertas establecida en el Cronograma.  
 
La presentación de la Oferta implica la aceptación por parte del Proponente de la distribución de 
Riesgos efectuada en el Pliego de Condiciones y sus Adendas. 

 
8. PRESUPUESTO OFICIAL: 

 
El Municipio de Barichara – Santander por intermedio de la oficina gestora del proyecto, realizó los 
estudios para el proyecto “ACTUALIZACIÓN DEL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL DEL MUNICIPIO DE BARICHARA SANTANDER”,   el cual fue aprobado por la 
Entidad, producto de esta labor se obtuvo las especificaciones técnicas, cantidades de obra y 
presupuesto de obra para un presupuesto oficial estimado de CUATROCIENTOS SESENTA 
MILLONES DE PESOS ($460.000.000,00) M/CTE. 
 
Los recursos para la ejecución son propios del Municipio de Barichara Mediante certificado de 

disponibilidad presupuestal No 26-00374 de fecha 06 de mayo de 2026, expedido por la Secretaría 

de Hacienda del Municipio de Barichara, Santander. 

CONCLUSIONES APLICACIÓN ACUERDOS COMERCIALES PARA ENTIDADES ESTATALES 
DEL NIVEL MUNICIPAL 
 
Según el análisis de los acuerdos comerciales efectuados para el presente proceso, se concluye que 
no existe excepción y que por tanto existirá para el presente proceso Acuerdo con la COMUNIDAD 
ANDINA DE NACIONES CAN Y EL TRIÁNGULO NORTE (únicamente con Guatemala), no obstante, 
para los plazos no existe con este país un plazo mínimo por lo que se tendrán en cuenta los mismos 
plazos establecidos para Colombia. 
Limitación a Mipyme 
 
En virtud de los Artículos 2.2.1.2.4.2.2 y siguientes del Decreto 1082 de 2015 modificado por el Art. 
5 del Decreto 1860 de 2021, el Municipio de Barichara-Santander, informa: 
 
“Artículo 2.2.1.2.4.2.2. Convocatorias limitadas a Mipyme. Las Entidades Estatales 
independientemente de su régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por 
Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, deben limitar la convocatoria 
de los Procesos de Contratación con pluralidad de oferentes a las Mipyme colombianas con mínimo 
un (1) año de existencia, cuando concurran los siguientes requisitos: 
 
1. El valor del Proceso de Contratación sea menor a ciento veinticinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América (US$125.000), liquidados con la tasa de cambio que para el efecto determina 
cada dos años el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 
 
2. Se hayan recibido solicitudes de por lo menos dos (2) Mipyme colombianas para limitar la 
convocatoria a Mipyme colombianas. Las Entidades Estatales independientemente de su régimen 



 

 

de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares 
que ejecuten recursos públicos, deben recibir estas solicitudes por lo menos un (1) día hábil antes 
de la expedición del acto administrativo de apertura, o el que haga sus veces de acuerdo con la 
normativa aplicable a cada Proceso de Contratación. 
 
Tratándose de personas jurídicas, las solicitudes solo las podrán realizar Mipyme, cuyo objeto social 
les permita ejecutar el contrato relacionado con el proceso contractual. 
 
PARÁGRAFO. Las cooperativas y demás entidades de economía solidaria, siempre que tengan la 
calidad de Mípyme, podrán solicitar y participar en las convocatorias limitadas en las mismas 
condiciones dispuestas en el presente artículo. 
 
(Decreto 1860 de 2021, artículo 5) 
 
Artículo 2.2.1.2.4.2.3. Limitaciones territoriales. De conformidad con el parágrafo 1 del artículo 12 de 
la Ley 1150 de 2007, las Entidades Estatales, independientemente de su régimen de contratación, 
los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten 
recursos públicos, pueden realizar convocatorias limitadas a Mipyme colombianas que tengan 
domicilio en los departamentos o municipios en donde se va a ejecutar el contrato. Cada Mipyme 
deberá acreditar su domicilio con los documentos a los que se refiere el siguiente artículo. 
 
ARTÍCULO 2.2.1.2.4.2.4. Acreditación de requisitos para participar en convocatorias limitadas. La 
Mipyme colombianas deben acreditar que tiene el tamaño empresarial establecido por la ley de la 
siguiente manera: 
 
1. Las personas naturales mediante certificación expedida por ellos y un contador público, 
adjuntando copia del registro mercantil. 
 
2. Las personas jurídicas mediante certificación expedida por el representante legal y el contador o 
revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, adjuntando copia del certificado de existencia y 
representación legal expedido por la Cámara de Comercio o por la autoridad competente para 
expedir dicha certificación. 
 
Para la acreditación deberán observarse los rangos de clasificación empresarial establecidos de 
conformidad con la Ley 590 de 2000 y el Decreto 1074 de 2015, o las normas que lo modifiquen, 
sustituyan o complementen. 
 
PARÁGRAFO 1. En todo caso, las Mipyme también podrán acreditar esta condición con la copia del 
certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al 
momento de su presentación. 
 
PARÁGRAFO 2. Para efectos de la limitación a Mipyme, los proponentes aportarán la copia del 
registro mercantil, del certificado de existencia y representación legal o del Registro Único de 
Proponentes, según corresponda conforme a las reglas precedentes, con una fecha de máximo 
sesenta (60) días calendario anteriores a la prevista en el cronograma del Proceso de Contratación 
para el inicio del plazo para solicitar la convocatoria limitada. 
 
PARÁGRAFO 3. En las convocatorias limitadas, las Entidades Estatales independientemente de su 
régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los 
particulares que ejecuten recursos públicos, solo deberán aceptar las ofertas de Mipyme o de 
proponentes plurales integrados únicamente por Mipyme. 
 
PARÁGRAFO 4. Los incentivos previstos en los artículos 2.2.1.2.4.2.2 y 2.2.1.2.4.2.3 de este Decreto 
no excluyen la aplicación de los criterios diferenciales para los emprendimientos y empresas de 
mujeres en el sistema de compras públicas." 
(Decreto 1860 de 2021, artículo 5) 



 

 

 
https://www.colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/files_2020/acutalizacion_umbrales_cce_2
024.pdf 
 
Finalmente, le indicamos que, en el año 2025, el umbral para la limitación de MiPymes en procesos 
de contratación pública fue de US$125.000, equivalente a Col$533.287.768. Para el año 2026, dicho 
umbral se mantiene en US$125.000, con un nuevo valor en pesos colombianos de Col $511.708 
.497, según la tasa de cambio establecida por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. Esta 
conversión se realiza conforme a la metodología determinada por dicha entidad, la cual fija el valor 
correspondiente cada dos años para garantizar uniformidad y estabilidad en la aplicación de los 
umbrales dentro de los procesos contractuales del Estado 
 
Teniendo presente que el valor del presupuesto oficial destinado para la presente contratación es de 
CUATROCIENTOS SESENTA MILLONES DE PESOS ($460.000.000,00) M/CTE es de aplicación 
la convocatoria limitada a MIPYMES, ya que no se sobrepasa el umbral de Mipymes para la vigencia 
2026. 
 
Por lo anterior, la presente convocatoria podrá ser limitada a mipyme territorial siempre y cuando se 
reúna los requisitos establecidos en la norma anteriormente invocada. 
   

9. ENUMERACIÓN   DE   LAS   CONDICIONES   PARA   PARTICIPAR   EN   EL   PROCESO   
DE CONTRATACIÓN: 

 
Los interesados podrán participar como proponentes bajo alguna de las siguientes modalidades 
siempre y cuando cumplan los requisitos exigidos en el pliego de condiciones: 
 A. Individualmente: como: a) personas naturales nacionales o extranjeras, b) personas jurídicas 
nacionales o extranjeras. 
 B. Conjuntamente, como proponentes plurales en cualquiera de las formas de asociación 
previstas en el artículo 7 de la Ley 80 de 1993.  
 
Los proponentes deben: 
 
 A. Tener capacidad jurídica para la presentación de la oferta.  
B. Tener capacidad jurídica para la celebración y ejecución del contrato.  
C. No estar incursos en ninguna de las circunstancias de inhabilidad, incompatibilidad, conflicto de 
interés o prohibición previstas en la Constitución y en la ley.  
D. No estar reportados en el último boletín de responsables fiscales vigente publicado por la 
Contraloría General de la República. Esta disposición aplica para el proponente e integrantes de 
un proponente plural con domicilio en Colombia. Tratándose de proponentes extranjeros sin 
domicilio o sin sucursal en Colombia, deberán declarar que no son responsables fiscales por 
actividades ejercidas en Colombia en el pasado y que no tienen sanciones vigentes en Colombia 
que implique inhabilidad para contratar con el Estado.  
 
La entidad debe consultar los Antecedentes Judiciales en línea en los registros de las bases de 
datos, al igual que el Certificado de Antecedentes Disciplinarios conforme el artículo 1 de la Ley 
1238 de 2008 y el Registro Nacional de Medidas Correctivas del Ministerio de Defensa Nacional 
– Policía Nacional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 183 de la Ley 1801 de 2016 – Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia–. 
 

10. CRONOGRAMA 
 
El cronograma que rige el presente proceso será el desarrollado en el Sistema Electrónico para la 
Contratación Pública – de la página web del portal del SECOP II 
www.colombiacompra.gov.co/secop/secop-ii.  
 

https://www.colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/files_2020/acutalizacion_umbrales_cce_2024.pdf
https://www.colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/files_2020/acutalizacion_umbrales_cce_2024.pdf
http://www.colombiacompra.gov.co/secop/secop-ii


 

 

Cualquier modificación a las fechas contenidas en esta cronología se comunicará a los oferentes 
mediante publicación en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública – SECOP II 
www.colombiacompra.gov.co/secop/secop-ii, link del proceso. 
 
 
 

11. FORMA DE CONSULTAR LOS DOCUMENTOS DEL PROCESO 
 
 Página Los documentos del proceso pueden ser consultados a través del portal único de 
contratación portal www.colombiacompra.gov.co/secop/secop-ii, link del proceso. 
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